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El objetivo de este artículo es hacer un análisis crítico del proyecto
de ley sobre evasión tributaria que el Ejecutivo recientemente envia-
ra al Congreso. En principio, un proyecto contra la evasión tributaria
parece razonable. La evasión es una lacra social que debe atacarse.
Según la información del Servicio de Impuestos Internos (SII), la
evasión tributaria en Chile alcanza al 24% de la recaudación poten-
cial, lo que significaría unos US$ 4.000 millones. El proyecto estaría
destinado a reducir esa evasión a un 20% en el año 2005, lo que se
traduciría en recursos adicionales por alrededor de US$ 800 millo-
nes.
No obstante lo anterior, este proyecto es más que un proyecto contra
la evasión. Contiene un aumento de impuestos a través de una am-
pliación de las bases imponibles que crea una serie de distorsiones y
afecta negativamente la inversión. Detrás de su filosofía subyace una
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E

suerte de confusión entre lo que es el combate contra la evasión de
impuestos y la búsqueda de la eliminación de modos legítimos y
legales de reducir la carga tributaria. Esta última búsqueda lleva al
proyecto a eliminar disposiciones que disminuyen el efecto negativo
de los impuestos sobre la inversión. En materia de evasión propia-
mente tal, el proyecto de ley incorpora elementos modernizadores y
positivos. Contiene simplificaciones de trámites, agilización de pro-
cesos, fortalecimientos de la capacidad fiscalizadora del Estado y
corrige errores de las leyes. También contiene aspectos más discuti-
bles al entregar al fiscalizador algunas facultades que pueden atentar
contra los derechos ciudadanos o que pueden ser excesivas.

1. Introducción

       l objetivo de este artículo es hacer un análisis crítico del proyec-
to de ley sobre evasión tributaria que el Ejecutivo recientemente enviara al
Congreso.

En principio, un proyecto contra la evasión tributaria parece razona-
ble. La evasión es una lacra social que debe atacarse. Se traduce en inequi-
dades horizontales donde los perjudicados son precisamente los ciudadanos
que pagan sus impuestos; se producen ineficiencias, puesto que para finan-
ciar el gasto público se requieren tasas marginales de impuestos más eleva-
das que aumentan las distorsiones; y se produce un desapego entre los
contribuyentes y el Estado, por cuanto el financiamiento de las obras de
este último es vista por los ciudadanos como inequitativa, lo que tiende a
aumentar la evasión y así producir un círculo vicioso.

Según la información del Servicio de Impuestos Internos (SII), la
evasión tributaria en Chile alcanza al 24% de la recaudación potencial, lo
que significaría unos US$ 4.000 millones. El proyecto estaría destinado a
reducir esa evasión a un 20% en el año 2005, lo que implicarían recursos
adicionales por alrededor de US$ 800 millones.

En el Cuadro N° 1 se muestran cifras comparativas de estimaciones
de evasión del IVA para distintos países. Chile es el país de América Latina
donde la evasión es menor y a nivel global sus cifras de evasión no son
malas. Dado que en nuestro país el IVA representa aproximadamente la
mitad de la recaudación tributaria total y dado que la evasión de otros
impuestos está muy relacionada con la evasión del IVA1, no es tarea fácil

1 Por ejemplo en el caso del impuesto de Primera Categoría se ha estimado que más
del 75% de su evasión se deriva de la evasión del IVA (véase Jorratt y Serra, 2000).
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CUADRO  N° 1: EVASIÓN EN EL IVA NETO EN CHILE EN COMPARACIÓN CON OTROS

PAÍSES

País Tasa de evasión*

Nueva Zelandia 5,1
Suecia 5,4
Israel 7,8
Portugal 14,0
Sudáfrica 14,6
Chile (1997) 19,7
Canadá 23,0
España 26,0
Uruguay 29,7
Argentina 31,5
Honduras 35,4
Colombia 35,8
Hungría 36,3
México 37,1
Ecuador 38,2
Filipinas 40,8
Bolivia 43,9
Guatemala 52,5
Perú 68,2

Fuente: Barra y Jorrat (2000).
* Corresponde a la razón entre la diferencia de la recaudación potencial y efectiva

del IVA, y su recaudación potencial. En ambos casos se considera el agregado de IVA general
e IVA importaciones.

reducir significativamente esta evasión. Lo anterior no significa que no
deban hacerse esfuerzos en esa dirección, sino que hay que ser muy cons-
cientes en la evaluación de los beneficios y costos de un plan que incremen-
ta significativamente los recursos en esta área. En todo caso, debe recordar-
se que las estimaciones sobre la evasión no son fáciles de realizar, por lo
que los errores de estimación pueden ser elevados2.

El proyecto contiene una serie de disposiciones destinadas a atacar
la evasión tributaria. Entre ellas un importante aumento de recursos al SII
para poder realizar con más efectividad su labor. Sin embargo, también
incluye muchas otras disposiciones que poco tienen que ver con la evasión
tributaria. Es por ello que hacemos un análisis separado de aquellas normas
que tienen que ver con la evasión o que, puede decirse, corrigen ciertas
inconsistencias que existen en materia tributaria, de aquellas que simple-

2 Véase Barra y Jorratt (2000) para una discusión sobre este tema para Chile.
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mente significan un aumento o una reducción de impuestos. Es importante
destacar que este artículo no pretende ser un análisis legal del proyecto, ni
tampoco un estudio exhaustivo del mismo. Más bien busca entregar una
opinión desde el punto de vista económico de la proposición del Gobierno
y sugerir mejoras para su discusión en el Congreso.

El artículo se organiza de la siguiente forma: en la sección que sigue
se hace un breve resumen del proyecto de ley. En la sección 3 se discuten
aquellas modificaciones que significan un aumento de impuestos. Las dis-
minuciones de impuestos, específicamente lo referido al impuesto al oro y a
las ganancias de capital de inversionistas institucionales extranjeros, se ana-
lizan en la sección 4. En la sección 5 se discuten aquellas disposiciones del
proyecto que están directamente relacionadas con el tema de la evasión. Se
dedica una subsección especial a uno de los temas que más polémica han
causado en relación a este proyecto, esto es, el de la información bancaria
para fines tributarios. En la sección 6 se discuten aquellas normas que
tienen que ver con correcciones al código tributario. Finalmente, la sección
7 concluye y entrega recomendaciones.

2. El proyecto de ley

El proyecto de ley incorpora una cantidad significativa de modifica-
ciones que afectan el cálculo de distintos impuestos, las normas de adminis-
tración tributaria, las facultades del Servicio de Impuestos Internos (SII) y
de la Tesorería General de la República así como la organización de ambas.
Se trata de una ley compleja y extensa que contiene toda clase de disposi-
ciones tributarias.

Como ya se advirtió, aquí analizaremos sólo algunas de sus proposi-
ciones más sustantivas, específicamente las que afectan el IVA, la ley de la
renta, el código tributario y las facultades del SII. Las modificaciones res-
pecto de aduanas, si bien relevantes, no se analizan en este estudio.

En términos generales, el proyecto de ley incorpora elementos mo-
dernizadores y positivos. Contiene simplificaciones de trámites, agilización
de procesos, fortalecimientos de la capacidad fiscalizadora del Estado, co-
rrige errores de las leyes, etc. Pero al mismo tiempo entrega un arsenal
fiscalizador que, al menos en algunos de sus aspectos, puede atentar contra
los derechos de los ciudadanos, aumenta impuestos a través de la amplia-
ción de sus bases imponibles y crea distorsiones nocivas para la economía,
al tiempo que busca restringir posibilidades actualmente legítimas para dis-
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minuir impuestos. Así, muchas de las proposiciones parecen razonables
miradas desde el punto de vista exclusivamente tributario, al ser analizadas
desde una perspectiva global, se vuelven discutibles.

Detrás de sus disposiciones y de buena parte de la discusión pública,
parece haber una confusión entre la evasión o elusión3 de impuestos y la
búsqueda de modos de reducir dentro de la legislación vigente el pago de
impuestos. No hay duda que la evasión es algo ilegal e inmoral. Se trata de
ocultar transacciones comerciales o crear transacciones ficticias, por ejem-
plo, con el fin de reducir el pago de impuestos. Es un delito que nadie
puede defender. Muchas de las normas propuestas para combatirla son lo
mejor del proyecto. Enteramente distinta es la búsqueda de maneras legales,
legítimas y moralmente correctas de aprovechar las posibilidades que otor-
gan las leyes para pagar menos. Normalmente esas maneras obedecen a
franquicias o facilidades que el legislador introdujo en la ley a propósito.
No resulta, pues, condenable el uso de esas disposiciones establecidas con
objetivos precisos.

Varias de las normas propuestas por el Ejecutivo apuntan a eliminar
o reducir incentivos o franquicias que contienen las leyes. En ese empeño,
el proyecto se aparta de la lucha contra la evasión y se vuelve un proyecto
más discutible, que aumenta los impuestos y crea distorsiones nocivas para
la inversión y el crecimiento.

Para combatir la evasión y aumentar la eficacia de la fiscalización, el
Gobierno escogió el camino de dictar normas cada vez más caso a caso,
volviendo nuestro sistema tributario aún más complejo. Sin embargo existe
otra alternativa: la de simplificar las normas tributarias, su pago y su fiscali-
zación. En el último tiempo han surgido una serie de ideas en esa línea que
cabría estudiar en profundidad4.

En efecto, cabe preguntarse si no resulta más conveniente buscar esa
simplificación radical de nuestros impuestos. Ello podría ser un gran paso
hacia la modernidad del siglo XXI y eliminaría la gran mayoría de los
problemas que se pretende enfrentar con leyes como la propuesta. Así como
el Servicio de Impuestos Internos se ha convertido en un ejemplo de moder-
nización tecnológica, especialmente, en cuanto al aprovechamiento de las
posibilidades de internet, y atención a clientes, urge impulsar una reestruc-
turación tributaria que nos ponga a la vanguardia en el tema de fondo: la
estructura tributaria.

3 Ambos términos son sinónimos según el diccionario de la Real Academia de la
Lengua.

4 Véase, por ejemplo, Serra (2000a) y Fontaine y Vergara (1997).



178 ESTUDIOS PÚBLICOS

Volviendo a este proyecto en particular, cabe destacar que, en térmi-
nos generales, existen en él cuatro tipos de modificaciones:

a) Las modificaciones que significan aumentos en los impuestos, fun-
damentalmente vía ampliaciones de las bases imponibles;

b) Las modificaciones que significan disminuciones en los impuestos;
c) Las modificaciones que buscan combatir la evasión de impuestos a

través de mayores facultades para Impuestos Internos y la Tesorería
o mayores herramientas de presión tributaria, y

d) Modificaciones que buscan corregir imprecisiones o errores de las
leyes.

El Anexo presenta un cuadro descriptivo-resumen respecto a las
medidas propuestas ordenadas en estas cuatro categorías. En las cuatro
secciones que siguen se analizan en forma separada cada uno de estos
temas.

3.  Modificaciones que aumentan los impuestos

3.1.  IVA para las ventas de activo fijo

El proyecto propone gravar con IVA la venta de bienes del activo
fijo de las empresas sin consideración del plazo transcurrido entre la adqui-
sición y la venta. Actualmente están gravadas las ventas de activo fijo que
se efectúan antes de doce meses contados desde la compra del bien en
cuestión.

Con ello el Ejecutivo busca eliminar el que un contribuyente utilice
la posibilidad de descontar IVA de una empresa para adquirir bienes de uso
personal, evadiendo de hecho el IVA correspondiente. Sin embargo, las
disposiciones actuales ya prohíben el utilizar créditos por IVA generados
por compras de bienes ajenos al giro de la empresa y, para mayor control,
ya están gravadas las ventas efectuadas antes de un año.

Esta norma parece innecesaria y afectaría una cantidad de transac-
ciones legítimas, por ejemplo, los aportes de activo fijo que una empresa
efectúe a una filial, a la vez que incrementaría el costo de la inversión. Si
bien es cierto la empresa compradora podría, a su vez, usar como crédito
dicho IVA, el mero hecho de postergar la devolución constituye un aumen-
to de impuestos.
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Además esta modificación convertiría, en cuanto a esta materia, al
IVA en un impuesto a la venta y no al valor agregado, como en verdad está
concebido este impuesto. Una empresa debe pagar IVA por el valor agrega-
do que genera. En términos simples, el IVA grava la diferencia entre el
precio de venta de los productos que produce y el costo de sus insumos y de
las máquinas y activos fijos que produce. La mera venta de un activo fijo
usado no ha generado por sí misma un valor agregado y, por ende, no
debiera ser gravada con el IVA.

Por lo dicho anteriormente, esta modificación que busca dificultar
un mal uso, ya prohibido, del IVA, terminará más bien gravando transaccio-
nes legítimas y generando efectos nocivos. Por ejemplo, aumenta el efecto
“lock in”, es decir, incentiva a que las empresas, para evitar el impuesto,
mantengan innecesariamente activos, lo que hace más ineficiente el funcio-
namiento general de la economía.

3.2.  Restricciones a las devoluciones del IVA

Hoy el contribuyente que tenga remanentes de crédito fiscal prove-
nientes de activos fijos, por más de seis meses consecutivos, puede pedir la
devolución sin que exista un plazo para que genere los débitos suficientes
para compensar el anticipo que obtuvo de los créditos fiscales. Esto signifi-
ca que una empresa tiene derecho a recuperar, mediante la devolución, los
IVA que pagó cuando efectuó inversiones. Debe recordarse que el IVA se
concibe como un impuesto al consumo, por lo que es razonable y necesario
que la inversión no esté afecta. En rigor, entonces, se podría postular que lo
óptimo sería que la devolución fuera hecha inmediatamente, es decir, al
momento de la compra.

El proyecto de ley propone la obligación del reintegro de los rema-
nentes de crédito fiscal por compras de activo fijo, en el caso que el contri-
buyente no declare débitos de monto igual o superior a la devolución o
imputación de los créditos en el plazo de 36 meses, prorrogable en ciertos
casos, que se consideran justificados, como en el caso de explotaciones de
largo desarrollo.

Dicho de otra manera, en el caso de una empresa que pida la devolu-
ción del IVA pagado, por ejemplo por sus máquinas, y no resulte exitosa,
deberá integrar al fisco dicha devolución. Así, la ley del IVA estaría condi-
cionando sus créditos al éxito de los negocios y el IVA pasaría a gravar de
lleno la inversión y no sólo el consumo.
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Aun cuando la medida está dirigida a frenar ciertos abusos que se
pueden dar con la devolución del IVA por la compra de activos fijos, la
medida afectará negativamente la inversión (especialmente castigará aque-
lla inversión de largo aliento) al restringir una norma que buscaba crear una
compensación que permitiera al IVA ser neutral respecto a la inversión. Por
otro lado, la discrecionalidad que se le entrega al SII para determinar ex-
cepciones a esta regla puede conducir a toda suerte de presiones, lobbies y
odiosas discriminaciones que no van en la dirección de hacer más simple y
transparente el sistema.

3.3.  Depreciación acelerada, global complementario e impuesto adicional

Actualmente las empresas pueden deducir de sus ingresos, como
gasto, una depreciación acelerada de los bienes del activo fijo para efectos
de calcular sus utilidades tributarias. Sobre estas utilidades tributarias de-
ben pagar el 15% de impuesto a la renta de las empresas (Primera Catego-
ría). Luego, al distribuir esa utilidad, los propietarios pagarán global com-
plementario o el impuesto adicional según corresponda.

El empleo de la depreciación acelerada busca disminuir el desincen-
tivo sobre la inversión que produce el impuesto a la renta. De hecho en esa
perspectiva es más apropiada la depreciación instantánea o, alternativamen-
te, considerar la inversión como un gasto.

Sin embargo, en el caso de las sociedades de personas es posible
efectuar retiros exentos de impuestos cuando la sociedad registra pérdidas,
por ejemplo, causadas por la depreciación acelerada de sus activos fijos.
Esto es lógico, por cuanto ese retiro se asimila a un retiro de capital.

Grandes proyectos de inversión llevados a cabo por sociedades de
personas, entonces, pueden, mediante la depreciación acelerada, postergar
el pago de impuestos en Chile aun retirando flujos en dinero hasta que, en
definitiva, la empresa obtenga utilidades. Cuando se trata, por ejemplo, de
proyectos mineros que exigen fuertes y sucesivas inversiones esta posterga-
ción puede ser muy larga y por ende muy importante para la rentabilidad
del proyecto. Esta postergación no necesariamente significa que las empre-
sas extranjeras dejen de pagar impuestos en su lugar de origen, por lo cual
no siempre les conviene este mecanismo. Es necesario aclarar que esta
postergación es legal y legítima. No se trata aquí de una evasión sino del
uso de una posibilidad que otorga la ley para favorecer la inversión.

El Gobierno se propone evitar esto mediante la prohibición de in-
cluir depreciaciones aceleradas a la hora de calcular si un retiro correspon-
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de a utilidades retiradas o a capital. Esto significa que la depreciación
acelerada sólo se puede emplear para efectos del impuesto a las utilidades
de las empresas, mientras que para efectos de los impuestos que pagan las
personas o los inversionistas extranjeros por los retiros de utilidades de sus
empresas, sólo se puede considerar la depreciación normal.

Con esta medida también se busca asimilar la situación de los socios
de una sociedad de personas con la de los accionistas de una sociedad
anónima. En el caso particular de las sociedades anónimas, éstas sólo pue-
den distribuir utilidades financieras a sus inversionistas según la ley que las
rige. Estas utilidades financieras consideran como gasto sólo la deprecia-
ción normal. Por consiguiente, los dividendos de sociedades anónimas
siempre provienen de utilidades que se calcularon del mismo modo que
propone el proyecto de ley.

Así presentadas las cosas, la proposición parece razonable: se iguala
el tratamiento tributario eliminando una discriminación odiosa entre las
sociedades anónimas y otras sociedades, y se elimina una franquicia que
permite a ciertos contribuyentes, legalmente, postergar sus impuestos. Pero
el problema está en que esta medida afectaría negativamente la inversión,
no sólo la de los grandes proyectos, sino también la de pequeños y media-
nos empresarios que hacen uso de las disposiciones de la ley actual poster-
gando sus impuestos sólo en forma transitoria, dado que la naturaleza de
sus negocios no les permite postergarlos por plazos largos como en el caso
de los proyectos mineros.

Esta proposición guarda poca relación con la evasión y mucha con la
intención de aumentar la recaudación de impuestos. Es más, en la economía
moderna es claro que los activos pierden valor con gran velocidad. Desde
el punto de vista económico, la depreciación es mucho más acelerada que la
depreciación tributaria que se utiliza para calcular los impuestos. De hecho,
para impulsar la inversión, una idea alternativa habría sido acelerar los
plazos de depreciación de los activos. En vez de igualar el caso de las
sociedades anónimas con el de personas en perjuicio de la inversión, se
podría haberlas igualado en beneficio de la inversión permitiendo también a
estas últimas utilizar para el cálculo de los impuestos de sus accionistas la
depreciación acelerada. Para ello bastaría con identificar cuándo, por efecto
de la depreciación acelerada, los dividendos de una sociedad anónima co-
rresponden a utilidades financieras y no tributarias, en cuyo caso cabría
eximirlos del global complementario.

Si la preocupación de la autoridad es que mediante retiros de capital
haya empresas que lleguen a tener capitales muy bajos o incluso negativos,
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la solución viene por el lado de limitar la razón deuda/capital, lo que se
comenta en el punto que sigue.

3.4.  Financiamiento de empresas con deuda

Al respecto, el proyecto de ley propone dos modificaciones a la ley
de la renta:

(a) Límite a los intereses considerados gastos. Ésta consiste en esta-
blecer un límite al monto de intereses que se pueden considerar como
gastos para calcular la utilidad de una empresa afecta al impuesto de Prime-
ra Categoría del 15%, tanto para empresas chilenas como extranjeras.

La norma establece que no se consideran como gastos, sino que
como “gastos rechazados” los intereses que se paguen por las deudas que
excedan un nivel de deuda consistente con una relación deuda/capital de
tres veces. Los gastos rechazados están afectos a un impuesto de “multa”
del 35% en el caso de las sociedades anónimas y las sociedades extranjeras,
además de no poder deducirse como gasto para calcular la Primera Catego-
ría. En el caso de las sociedades de personas, en vez del impuesto de
“multa”, el gasto rechazado se considera un retiro de los socios. La norma
excluiría los negocios que, por constitución, necesitan de un endeudamiento
elevado como bancos, compañías de leasing y de seguros.

El Ejecutivo pretende con esto evitar que las empresas a través de
préstamos relacionados puedan, en definitiva, retirar utilidades mediante el
pago de intereses. En el caso de las empresas extranjeras, esa posibilidad
legítima y legal existe hoy. En la medida que esas empresas relacionadas
califiquen como instituciones financieras, esos intereses quedan afectos al
4% de impuesto adicional, mientras que los retiros de utilidades están afec-
tos al 35%. La diferencia hace tentador el uso de financiamientos relaciona-
dos, lo cual también tiene beneficios de otro tipo5. En el caso de las empre-
sas chilenas, no es posible retirar utilidades mediante el pago de intereses
con el fin de reducir impuestos.

Normas sobre capitalización mínima para inversionistas extranjeros
como la propuesta existen en economías desarrolladas y pueden ser razona-
bles, aunque de todas formas constituyan un aumento impositivo, afecten
marginalmente a la inversión (por ejemplo de concesiones de obras públi-
cas) y creen nuevas distorsiones. Esto disminuiría si, por ejemplo, el endeu-

5 Los financiamientos relacionados podrán pagar menos impuestos, pero también
tienen el beneficio de reducir el riesgo-Chile en manos de la banca internacional como
explicaremos más adelante.
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damiento máximo permitido para considerar los intereses como gasto fuera
superior a las tres veces que contempla el proyecto. Tal como se mencionó
anteriormente, esta norma también limita el retiro de capital que se produce
cuando, producto de la depreciación acelerada, se tienen pérdidas tributa-
rias pero igual hay flujos de caja positivos.

Se debe recordar que a las empresas que invierten al amparo del DL
600 se les exige, desde hace poco tiempo, que cada inversión que efectúen
sea financiada 50% con deuda y 50% con capital, lo cual no tiene mucha
lógica y sería redundante con esta norma de capital mínimo.

Sin embargo, tal como está redactada la norma, se entiende que
afecta también a las empresas chilenas. Esto resulta una proposición nociva
para la economía. En efecto, la norma propuesta restringiría esta forma de
hacer negocios que se utiliza por ser eficiente y gravaría doblemente los
intereses cuando la deuda supere tres veces el patrimonio. Esta doble tribu-
tación se produciría por cuanto la empresa acreedora debería pagar impues-
to a la renta por los intereses que cobra y la deudora pagaría el impuesto
único del 35% por esos mismos intereses o el global complementario en el
caso de sociedades de personas.

Las pequeñas y medianas empresas, de por sí de escaso capital,
podrían verse desaceleradas en su desarrollo al existir un techo a su endeu-
damiento, a menos que quieran pagar impuestos en exceso. En el caso de
una crisis económica, muchas empresas pueden ver reducido su capital y,
por ende, elevado su nivel de endeudamiento por sobre el máximo de tres
veces. Todo ello parece negativo.

En síntesis, la norma en el caso de las empresas chilenas elevaría los
impuestos y crearía una distorsión adicional respecto a la forma cómo pue-
den financiarse las empresas, afectando en alguna medida la inversión.

(b) Nueva definición de instituciones financieras. La segunda dispo-
sición respecto al financiamiento de las empresas se refiere a establecer que
a futuro será el SII y no el Banco Central, como es ahora, quien va a
determinar qué instituciones financieras estarán afectas a un impuesto adi-
cional del 4% a los intereses que cobren y cuáles al 35%. Esto no es un
cambio muy fundamental, pero parece ser el Banco Central la autoridad
más informada para ello y el entregar esta atribución al SII lo deja una vez
más en calidad de juez y parte.

Además, se propone una definición para las instituciones que se
pueden acoger al 4% que exige que la institución prestamista tenga por
objeto principal captar y otorgar préstamos o financiamiento en forma pú-
blica, y, además, que no esté relacionada con la empresa prestataria consti-
tuida en Chile, en los términos establecidos en el artículo 100 de la ley
N° 18.045.



184 ESTUDIOS PÚBLICOS

Esta última parte parece poco práctica. Las multinacionales y gran-
des empresas habitualmente utilizan una de sus empresas como la adminis-
tradora de los financiamientos obtenidos de terceros con el objeto de cen-
tralizar la gestión de créditos y minimizar el costo financiero de sus
empresas. Dicha empresa administradora de créditos, que habitualmente
son la empresa matriz o la más grande, les represta los créditos obtenidos
de terceros a las demás filiales. Esta práctica no le resta legitimidad a su
calidad de instituciones financieras. El obligarlas a triangular sus operacio-
nes a través de bancos para acceder al 4% sólo encarecerá el costo financie-
ro de los proyectos de inversión sin generar más recursos al fisco.

Por otro lado, la exclusión de las entidades financieras relacionadas
reducirá la disponibilidad de créditos para Chile por lo siguiente: los ban-
cos internacionales establecen montos de préstamos máximos por país, de
forma de diversificar adecuadamente sus riesgos entre las distintas nacio-
nes. Si las multinacionales se ven obligadas a financiarse a través de ban-
cos, van a ocupar parte de las líneas de crédito destinadas a Chile, reducien-
do la disponibilidad de crédito para las empresas chilenas. Al país le
convendría más permitir que las multinacionales se financiaran en la forma
más independiente posible de las líneas de crédito internacional disponibles
para Chile. Así, las empresas chilenas dispondrían de un mayor potencial de
crédito.

Asimismo, la definición de institución financiera propuesta podría
dejar gravados con un 35% los intereses pagados a los tenedores de bonos
internacionales si éstos son, por ejemplo, fondos de pensiones norteameri-
canos. No hay duda que financiamientos de este tipo o de leasing o de
cualquier forma creativa que sea otorgado por instituciones del mercado de
capitales, no necesariamente bancos, debieran considerarse para efectos del
4%. Recién las propias autoridades económicas pidieron al SII gravar los
bonos emitidos en UF y colocados en el exterior con un 4% en vez del
35%. Con el proyecto de ley pareciera que se desandaría ese camino.

Finalmente, la existencia de una relación deuda/capital máxima para
las empresas, del tipo de la comentada más arriba, hace innecesaria la
exclusión de las sociedades relacionadas de la definición de instituciones
financieras.

3.5.  Limitación a las rentas presuntas

Para recaudar más impuestos y reducir los regímenes tributarios es-
peciales, el proyecto de ley propone disminuir el número de empresas mi-
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neras y de transporte de pasajeros afectas a renta presunta. Técnicamente
esta disposición es sana aunque puede ser engorrosa de llevar a la práctica.

También se incluyen las sociedades anónimas dentro de las socieda-
des que deben considerarse para efectos de determinar si un contribuyente
está afecto a presunción de renta o a renta efectiva.

3.6.  Limitaciones al uso de pérdidas tributarias

Se propone limitar la deducción de las pérdidas de las utilidades en
las reorganizaciones empresariales que se efectúen sólo con fines tributa-
rios, para reducir el pago de impuestos. Se señalan las situaciones en que
ello se produce, especialmente cuando se efectúen cambios en la propiedad
y el giro de la empresa o cuando la sociedad con pérdidas al momento del
cambio de propiedad, no cuente con bienes de capital u otros activos pro-
pios de su giro.

En concreto lo que se busca evitar es que las empresas adquieran
sociedades que registran pérdidas acumuladas para desarrollar negocios
nuevos que se esperan generen utilidades. Esas utilidades eventuales serían
compensadas por las pérdidas de la sociedad adquirida y por ende no paga-
rían impuestos. La Ley de la Renta continuaría permitiendo deducir las
pérdidas en el caso de que el mismo dueño continúe desarrollando otros
negocios con la sociedad con pérdidas acumuladas o continúe con el mismo
giro.

Nuevamente en este caso se trata de una norma que restringiría una
práctica que hoy es legítima y legal. El objetivo, entonces, no es reducir la
evasión o elusión, sino más bien incrementar la recaudación. Por otro lado,
esta proposición representaría una actitud poco equitativa por parte del
fisco, porque éste cobraría impuestos cuando hay utilidades pero no permi-
tiría plenamente deducir las pérdidas cuando el sector privado fracase en un
negocio. Sería una suerte de “socio” privilegiado.

3.7.  Eliminación definitiva del crédito por las contribuciones y normas
        sobre los almacenes particulares

Históricamente las contribuciones fueron un crédito contra el im-
puesto a las empresas (Primera Categoría). Recientemente esto se suspen-
dió hasta el año 2002, con lo que las contribuciones pasaron a ser un gasto
tributario en vez de un crédito. El proyecto establece que esto se manten-
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dría en forma permanente, es decir, se les quita definitivamente el carácter
de crédito tributario a las contribuciones.

Técnicamente es difícil argumentar el porqué las contribuciones de-
bieran ser crédito o gasto. Luego, teóricamente ambas opciones son válidas.
No obstante se debe dejar claro que la opción aquí tomada es de plano un
aumento en los impuestos y nada tiene que ver con la evasión o elusión
tributaria.

En otras disposiciones el proyecto de ley eleva el costo asociado a
los almacenes particulares para el depósito de mercaderías, haciéndolos
más costosos. Estos almacenes en definitiva permiten posponer el pago de
los aranceles mientras la mercadería esté transitoriamente guardada en estos
depósitos.

4. Modificaciones que disminuyen los impuestos

4.1.  Impuesto al lujo

El proyecto busca reducir la tasa del “impuesto al lujo” que afecta al
oro de un 50% a un 30%. Esto es muy favorable tanto por la discutible
validez técnica de este tipo de impuestos como por su posible efecto sobre
la recaudación, dado que, por las características del producto, la evasión es
relativamente simple. Mayores tasas de impuestos la hacen muy atractiva.
Queda la duda, en todo caso, si esa baja de tasas será suficiente para
“formalizar” a este sector.

Se echa de menos, por otro lado, la reducción o eliminación de otros
impuestos al lujo o específicos de dudoso efecto sobre la recaudación y con
un efecto nocivo sobre la eficiencia de la economía6.

4.2.  Impuesto a las ganancias de capital para extranjeros

También el proyecto de ley intenta eliminar el impuesto a las ganan-
cias de capital generadas por ventas de acciones de sociedades anónimas
abiertas con presencia bursátil que afecta a los inversionistas extranjeros.
La intención no puede ser más loable y recoge una aspiración del mercado
de capitales nacional que ha visto cómo normas tributarias y cambiarias han
dejado fuera a Chile de las preferencias de los grandes inversionistas de los
mercados de capitales internacionales.

6 Para más ejemplos de impuestos derogables, véase Fontaine y Vergara (1997).
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Desgraciadamente, la redacción de la propuesta introduce tales re-
quisitos para los inversionistas internacionales que resulta bastante inope-
rante. En efecto, el proyecto sólo alude a los fondos de inversión, no a
todos los inversionistas extranjeros. Exige que esos fondos durante el tiem-
po que inviertan en el país no tengan partícipes chilenos o cuando mucho,
en ciertos casos, tengan un máximo del 5% del fondo, hagan sólo oferta
pública de sus cuotas de participación, estén regulados de cierta manera en
su país de origen, pidan un informe especial a la comisión clasificadora de
Riesgos de Chile, no operen mediante un establecimiento permanente en el
país, no intervengan en la gestión y administración de las empresas donde
inviertan y se inscriban en un registro especial del SII mediante una decla-
ración jurada de un representante especial que debe ser corredor de bolsa.

Es probable tales requisitos, muchos de ellos absurdos como la exi-
gencia de la nacionalidad de los inversionistas del fondo, en circunstancia
que los fondos extranjeros normalmente desconocen la identificación de sus
partícipes, desincentiven el ingreso de estos fondos a Chile. En otras pala-
bras, es dudoso que el interés por invertir en un pequeño país como Chile
pueda llevar a los fondos internacionales a cumplir con la burocracia que se
está creando para poder tener acceso a la exención tributaria a las ganancias
de capital.

Se podría haber optado por la eliminación de las ganancias de capi-
tal para todos los extranjeros, obtenida tanto en transacciones de acciones
de sociedades anónimas abiertas como en transacciones de instrumentos de
deuda, fondos mutuos y de inversión, efectuados en bolsas de valores. Eso
sí constituiría un paso decisivo en la dirección de acercar nuestro mercado
de capitales a los grandes flujos internacionales reduciendo el costo de
capital que enfrentarían las empresas chilenas y tonificando nuestras alicaí-
das bolsas de valores en beneficio de sus participantes y especialmente de
las AFP. Esto sería tan beneficioso que bien compensaría la menor recauda-
ción que pudiera generar que chilenos se disfracen de extranjeros para
efectos de aprovechar esta ventaja. Por lo demás, la existencia de ADRs ya
les permite parcialmente esa posibilidad.

Todavía más, conviene y sería más equitativo eliminar el impuesto a
las ganancias de capital mencionadas en el párrafo anterior para todos los
contribuyentes, incluyendo los nacionales. Así se generaría un impulso im-
portante a la creatividad, a la capacidad empresarial, a la inversión y a la
liquidez que tanta falta le hace a nuestro mercado de valores.

No hay que olvidar que el impuesto a las ganancias de capital, al
menos en el caso en que el flujo del activo debe pagar el impuesto al
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ingreso, constituye una doble tributación7. El precio de un activo sube
porque se espera de él mayores utilidades futuras. Estas utilidades, en su
momento, pagarán los impuestos respectivos. Si las ganancias de capital
están también gravadas, esas mayores utilidades pagarán impuestos dos
veces: cuando se venda el activo y cuando se materialicen las utilidades.
Por lo mismo constituye un desincentivo a las ventas de activos aunque sea
económicamente conveniente hacerlo.

Siguiendo el argumento anterior, se debería también excluir de la
base imponible las ganancias de capital producidas por la enajenación de
derechos sociales u otros activos no transados en bolsas de valores. Sin
embargo, ello sería muy difícil de fiscalizar, por lo que conviene no innovar
en esta materia.

5. Medidas para combatir la evasión

El proyecto de ley contiene un gran número de disposiciones que
buscan combatir la evasión tributaria. La gran mayoría de éstas son muy
positivas. Nos es imposible analizar la totalidad de ellas, pero sí vale la
pena destacar algunas:

5.1.  Aumento en los recursos para el SII

Se modifica progresivamente, hasta el 2006, la planta de funciona-
rios del SII, creando 539 nuevos cargos. Esto representa un aumento del
18% respecto a la planta actual del servicio de 3.000 personas. Equivale a
duplicar en los próximos años el aumento de funcionarios que esta reparti-
ción ha tenido durante los pasados diez años. Se trata pues de un incremen-
to significativo en la capacidad de fiscalización. Diversas estadísticas utili-
zadas por el SII muestran que, en términos relativos, el presupuesto de la
administración tributaria es menor al de otros países, tanto desarrollados
como de América Latina. Las estadísticas se refieren a presupuesto del SII
como porcentaje del PIB, número de funcionarios del SII como porcentaje
de la población, recursos gastados por cada peso recaudado, etc.8

Engel, Galetovic y Raddatz (2000) muestran que el rendimiento
marginal de un peso gastado en fiscalización tributaria aumenta la recauda-

7 Véase Engel y Galetovic (2000).
8 Véase Jorrat (2000).
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ción del IVA en $ 31, lo que es muy superior a lo que se obtendría en otros
países. Si a esto se le agrega lo que se obtendría por menor evasión de otros
impuestos, el resultado es promisorio. Este resultado sugiere que el benefi-
cio de incrementar los recursos del SII es significativo en términos de
menor evasión. Sin embargo, por diversos motivos es importante ser caute-
losos en esa apreciación. En primer lugar, no sólo es importante la cantidad
sino la calidad del gasto extra y eso es difícil de capturar en los modelos.
En segundo lugar, la poca cantidad de observaciones de dicho estudio
siembra una interrogante acerca de la posibilidad de extrapolar sus resulta-
dos ante cambios discretos. En tercer lugar, en la medida que el país crece
la economía se formaliza, lo que hace caer la evasión. Si en un período
determinado el país crece y además ha aumentado el presupuesto del SII,
podríamos estar frente a una correlación espuria. Por último, los costos de
administración tributaria incluyen el presupuesto del SII pero excluyen, por
falta de información disponible, los costos privados de cumplir con las
obligaciones tributarias. Esto es tiempo, burocracia, información, y otros.

A pesar de las aprensiones que siempre existen cuando se entregan
recursos adicionales a una repartición pública, nos parece que hay argu-
mentos razonables para apoyar este aumento en la capacidad fiscalizadora.
En todo caso, se sugiere avanzar decididamente en la elaboración de indica-
dores de eficiencia de la administración tributaria, que permitan cuantificar
más científicamente el rendimiento marginal de los recursos entregados al
SII9.

5.2.  Información bancaria

Este ha sido uno de los temas más polémicos en el actual proyecto
de ley. De hecho motivó una discusión al interior de la coalición gobernan-
te, que se tradujo en que se sacara del proyecto original lo referido a la
información de las cuentas corrientes de las empresas. Quedó en el proyec-
to lo referido a la información que deben enviar los bancos con respecto a
las operaciones de crédito y a las garantías involucradas. Esto servirá para
verificar el origen de las inversiones y pasivos de los contribuyentes y así
poder realizar una fiscalización más eficaz. Debe destacarse que aquí, a
diferencia del caso de los intereses por depósitos, se está requiriendo infor-
mación que no va directamente al cálculo del impuesto cada año, sino más
bien que serviría para encontrar posibles evasores.

9 Para este tipo de indicadores, véase Serra (2000b).
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Los que están a favor de que los bancos entreguen automáticamente
información de sus clientes al SII argumentan que es clave para reducir la
evasión y que es práctica común en todos los países desarrollados. Los que
están en contra argumentan a favor del derecho a la privacidad de las
personas, de que en materia bancaria el secreto es fundamental y de que
significa un costo adicional para los bancos tener que enviar la información
al SII.

Al respecto cabe hacer una serie de consideraciones, ya que sobre
este tema han surgido varios mitos:

(a) En estas materias existe siempre un trade-off entre eficacia de la
fiscalización y privacidad. En esta última no sólo estamos hablando
de secreto bancario, sino también del derecho de las personas a
mantener en reserva determinados aspectos de su vida, entre los
cuales estarían ciertas transacciones financieras. Por ejemplo, al-
guien podría estimar que para mejorar la fiscalización tributaria se
debería darle poderes discrecionales al director del SII para ingresar
en cualquier momento a las casas de los contribuyentes a revisar sus
muebles, cuadros y cómo viven. Aunque esto permitiría reducir la
evasión, las sociedades han considerado que eso sería un exceso,
atentando contra la privacidad y la libertad de las personas, por lo
que no se ha implementado. Por otro lado, obviamente hay límites
que la sociedad está dispuesta a poner a la privacidad. En materias
bancarias, los casos más notables son los de narcotráfico y en los
que hay juicios criminales en proceso. En el resto de los temas,
incluido el de los impuestos, los distintos países han tenido diversas
formas de valorar este trade-off, siendo unos más propensos a levan-
tar el secreto bancario (o parte de él) y otros menos.

(b) No es cierto, como han sostenido algunos sectores, que en todos los
países desarrollados los servicios de impuestos internos tengan acce-
so automático a cualquier información bancaria. Las prácticas varían
de país en país, pero el secreto bancario sigue siendo un activo muy
valioso en todos los países10. Incluso en el caso de los intereses
sobre los depósitos, en el que nos parece razonable que se requiera
la información automática como se hace en la actualidad en Chile,

10 Para un análisis detallado de las prácticas en los distintos países, véase OECD
(2000).
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hay países muy respetados que no lo hacen. Entre éstos se cuentan
Alemania, Austria, Bélgica, Italia, Portugal, Suiza, y otros.

(c) En la mayor parte de las materias la información no es automática,
sino que requiere de algún tipo de procedimiento previo para solici-
tarla al banco. Hay algunos países donde la administración tributaria
puede solicitar la información al banco, pero el contribuyente puede
impugnar su entrega, ante lo cual se puede entablar una contienda
judicial. En algunos casos se requieren procedimientos administrati-
vos que pueden ser bastante complejos y justificados (como en
EE.UU.), en otros que haya una causa criminal (Austria), en otros en
que el contribuyente esté siendo investigado y con la opinión favora-
ble de más de una autoridad (Alemania, Canadá), en otros que haya
requerimientos judiciales (Suecia) y en otros simplemente basta con
requerirla a los bancos (Francia, Italia, España). Pero nótese que
incluso en estos casos no es automática, sino que se debe pedir
explícitamente al banco.

(d) En materia de créditos, son muy pocos los países en que los bancos
entregan información automáticamente a los servicios de impuestos
internos, tal como propone el proyecto. Los intereses por los crédi-
tos se reportan automáticamente en Noruega y Suecia.

(e) Estimamos que el exigir el reporte automático de créditos a los
bancos sí involucra un costo administrativo considerable para estos
últimos.

(f) En la práctica hoy el contribuyente cuando es citado entrega la infor-
mación de sus créditos al SII. Obviamente puede haber casos en que
se oculta información, pero no sólo no es fácil sino que además debe
compararse este costo con los costos en materia de privacidad y en
mayores gastos administrativos del sistema financiero. Además, por
la vía administrativa se han logrado cosas como que las notarías
informen de las cancelaciones de créditos al SII, lo que reduce la
posibilidad de ocultar ingresos.

En Chile el SII ya tiene las facultades para acceder a la información
bancaria de los contribuyentes en caso de un juicio penal. A lo más podría
agregarse la facultad para acceder a la información sobre los créditos y sus
garantías en el caso que el contribuyente esté siendo investigado y con el
conocimiento del propio contribuyente. Nos parece que extender esto a
información automática de los bancos al SII sobre créditos y garantías es un
exceso que no se justifica.
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5.3.  Otras medidas contra la evasión (menos conflictivas)

Entre otras se destacan:

a) Se deroga la “ley tapón” igualando el plazo que existe para revisar el
IVA con los tres años vigentes para los demás impuestos.

b) Se faculta al SII para exigir declaraciones de impuestos vía internet
u otros medios tecnológicos. Parece conveniente que el SII incentive
el empleo de medios tecnológicos lo que redunda en un mejor servi-
cio y en un mejor control tributario. De hecho el SII ha sido ejemplo
mundial en cuanto a incorporar tecnología y específicamente inter-
net. Es notable que el pasado abril el 25% de las declaraciones de
impuestos se hicieron vía internet. Sin embargo, no nos convence
que SII pueda obligar a los contribuyentes a declarar por internet. Al
menos por el momento, creemos que debiera seguir siendo una op-
ción que, tal como es el caso en la actualidad, pueden incluírsele
ciertos incentivos, por ejemplo, en materia de plazos.

c) Se definen con mayor precisión las funciones del SII y las de la
Tesorería General de la República, concentrando esta última la co-
branza de los impuestos impagos y eliminando duplicaciones y do-
bles trámites. Incluso se introduce una asignación semestral variable
de estímulo por cumplimiento de metas de recaudación de deuda
morosa para el personal del Servicio de Tesorerías y se faculta al
Presidente para reestructurar este servicio según sus nuevas funcio-
nes.

d) Se propone que los contribuyentes deban probar que el monto decla-
rado por una importación representa efectivamente el valor de tran-
sacción de esas mercancías.

e) Con relación a la prelación de créditos, el proyecto incorpora como
crédito de primera clase los del fisco por impuestos, derechos, tasas
y demás gravámenes. Ya estaban los de retención y recargo, pero se
incluye ahora la totalidad de los impuestos. La desventaja de esto es
que encarecerá el costo de ciertos créditos, ya que su riesgo aumen-
ta, a la vez que afecta los derechos de propiedad de los acreedores
actuales.

f) Se sanciona como delito la confección, venta, facilitación o tenencia,
maliciosa y a sabiendas, de documentación tributaria falsa, con el
objeto de cometer o posibilitar la comisión de otros delitos tributa-
rios.
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g) Se aumentan algunas multas, se dictan normas para acelerar los jui-
cios tributarios e introduce numerosas modificaciones a la ordenan-
za de aduanas.

5.4.  Otras medidas contra la evasión (más conflictivas)

a) El proyecto propone eliminar el derecho a crédito fiscal que tiene
una empresa que recibe una factura de un contribuyente que no ha
cumplido con sus obligaciones tributarias. Para ello establece un
registro de contribuyentes impagos para que cada empresa, cada vez
que reciba una factura, deba revisar si el contribuyente que se la
emitió está o no en deuda con el fisco, hecho que incluso puede
ocurrir en forma posterior al uso del crédito fiscal en cuestión. Aquí
se está asimilando el tratamiento de las facturas falsas al de las
facturas de contribuyentes irregulares.
La fiscalización tributaria es una obligación del fisco y no de los
particulares. No son los privados los llamados a fiscalizar a sus
pares. Desde un punto de vista práctico, lo propuesto sería muy
engorroso y aumentaría el costo de las transacciones de la economía,
ya recargado de obligaciones tributarias y legales. Esta parece una
disposición bastante arbitraria y costosa.

b) El proyecto establece que procederá la suspensión total o parcial del
cobro judicial de impuestos sólo en caso que se hayan embargado
los suficientes bienes o constituido las garantías necesarias a juicio
del juez respectivo. Aquí definitivamente da la sensación que no se
está dando cabida al debido proceso. No es razonable que se deba
inmovilizar todo o parte del activo por una eventual obligación tri-
butaria cuya existencia aún se está investigando. Más discutible es lo
anterior si se agrega que el juez y parte en la primera instancia fue el
SII. Una medida de esta naturaleza puede tener efectos muy adver-
sos sobre todo en la pequeña y mediana empresa que, al estar embar-
gada, se le dificulta el acceso al crédito y pierde el necesario manejo
sobre sus activos. Debe recordarse que los juicios tributarios no son
precisamente cortos, lo que agrava aún más esta situación.

c) El proyecto también establece la imposibilidad para la Tesorería de
realizar convenios de pago tratándose de impuestos de retención o
recargo. Más allá de la inconsistencia que tiene esta norma con lo
que recientemente acaba de hacer el Gobierno en materia de renego-
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ciación de deudas tributarias, aquí se genera un problema práctico,
por cuanto con esta rigidez la Tesorería puede terminar recuperando
menos impuestos adeudados que si pudiera realizar el convenio,
como por ejemplo en caso de quiebra.

6. Correcciones a las leyes impositivas

Es común que las leyes tributarias contengan imprecisiones u omi-
siones que permiten a los contribuyentes reducir sus cargas tributarias, no
porque el legislador así lo haya pensado sino por error en la redacción de la
ley. El proyecto contra la evasión, con razón, trata de corregir varias de
estas imprecisiones, como por ejemplo el hecho que la enajenación de
acciones de pago de sociedades anónimas cerradas adquiridas mediante un
retiro para reinvertirlo en ellas no haya estado gravada, como sí lo está la
venta de acciones de sociedades anónimas abiertas adquiridas también me-
diante una reinversión; que la subdivisión de terrenos urbanos esté sujeta a
una presunción de habitualidad distinta al caso de la subdivisión de terrenos
rurales, y otros.

7. Conclusiones y recomendaciones

• Uno de los aspectos más discutibles del proyecto aquí analizado es
su oportunidad. En efecto, en un momento en que la economía
muestra señales de desaceleración, con una inversión baja y con
bajas expectativas, resulta inconveniente proponer cambios en las
reglas del juego en temas tributarios.

• Cabe destacar que este proyecto es más que un proyecto contra la
evasión. Contiene un aumento de impuestos a través de una amplia-
ción de las bases imponibles que crea una serie de distorsiones y
afecta negativamente la inversión.

• Quizás lo más negativo del proyecto es su sesgo antiinversión, debi-
do al alza de impuestos que implica la eliminación de disposiciones
que buscan moderar el impacto negativo que los impuestos generan
sobre la inversión.

• Por otro lado, en materia de evasión propiamente tal el proyecto de
ley incorpora elementos modernizadores y positivos. Contiene sim-
plificaciones de trámites, agilización de procesos, fortalecimientos
de la capacidad fiscalizadora del Estado, corrige errores de las leyes,
etc. También contiene ciertos aspectos más discutibles al entregar al
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11 Para proposiciones concretas al respecto, véanse B. Fontaine (1994), Fontaine y
Vergara (1997) y Serra (2000a).

fiscalizador algunas facultades que pueden atentar contra los dere-
chos ciudadanos o que pueden ser excesivas.

• Detrás de gran parte de las modificaciones propuestas está una con-
fusión entre la evasión de impuestos y la búsqueda de modos legíti-
mos y legales de reducir la carga tributaria. No hay duda que la
evasión es algo ilegal e inmoral. Se trata de ocultar transacciones
comerciales o crear transacciones ficticias, por ejemplo, con el fin
de reducir el pago de impuestos. Muchas de las normas propuestas
para combatirla son lo mejor del proyecto. Enteramente distinta es la
búsqueda de maneras legales, legítimas y moralmente correctas de
aprovechar las posibilidades que otorgan las leyes para pagar menos.
Normalmente esas maneras obedecen a franquicias o facilidades que
el legislador introdujo en la ley a propósito. No resulta, pues conde-
nable el uso de esas disposiciones.

• Lo anterior nos lleva a recomendar la eliminación de las disposicio-
nes que tienen que ver con aumentos de impuestos. En rigor el
Ejecutivo sostuvo que este proyecto no era un aumento de impues-
tos, por lo que esto sería enteramente consistente con ello.

• En materia de la eliminación del impuesto a las ganancias de capital
para extranjeros, es necesario corregir el proyecto para lograr el
objetivo propuesto.

• Con la discusión de este proyecto se hace cada vez más patente la
necesidad de revisar la estructura judicial que rige para temas tribu-
tarios y aduaneros, estableciendo tribunales tributarios independien-
tes.

• Por último, para combatir la evasión y aumentar la eficacia de la
fiscalización, el Gobierno escogió el camino de dictar normas cada
vez más caso a caso, volviendo nuestro sistema tributario aún más
complejo. Sin embargo existe otra alternativa: la de simplificar las
normas tributarias, su pago y su fiscalización. Parece ser que ha
llegado el momento de establecer una estructura de impuestos sim-
ple en cuanto a que el Estado pueda fácilmente recaudar los impues-
tos y en cuanto a que los contribuyentes dediquen el mínimo de
energía y recursos posibles al proceso de pago de impuestos. Im-
puestos que tiendan a ser más uniformes, esto es, de tasas más pare-
jas para todos los contribuyentes y que graven bases imponibles
amplias, pueden ser el camino para lograr un sistema tributario ca-
paz de enfrentar los grandes desafíos del Chile actual11.
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Modificaciones que aumentan impuestos

· Eliminación definitiva de las contri-
buciones como crédito del impuesto
a la renta.

· IVA para las ventas de activo fijo.
· Restricciones a las devoluciones de

IVA.
· Prohibición de incluir la deprecia-

ción acelerada para el cálculo de los
retiros de las sociedades de personas

· Límite a los intereses considerados
como gastos tributarios.

· Nueva definición de instituciones fi-
nancieras afectas al 4% de impuesto
adicional sobre los intereses versus
el 35% general. Facultad del SII
para determinar quiénes cumplen
con la definición.

· Restricción al empleo de sociedades
con pérdidas tributarias.

· Disminución de las empresas que
califican para declarar impuestos en
base a renta presunta en los rubros
de transporte urbano y minería.

· Eleva el costo asociado a los alma-
cenes particulares para el depósito
de mercaderías.

Anexo: Cuadro de las principales modificaciones propuestas

Modificaciones antievasión

· Aumento en los recursos para el SII.
· Facultad del SII para exigir declara-

ciones por internet.
· Plazo de revisión del IVA: 3 años.
· Concentración de las funciones de

la Tesorería en la cobranza de los
impuestos impagos.

· Definición de las funciones del SII y
de la Tesorería.

· Tipificación del delito de facturas
falsas.

· Contribuyente debe verificar situa-
ción tributaria del emisor de una
factura.

· Aumento de las multas por el no
pago de impuestos.

· Normas para acelerar los juicios tri-
butarios.

· Embargos a los contribuyentes du-
rante los juicios de apelación.

· Obligación de los bancos de infor-
mar al SII deudas de los contribu-
yentes y las garantías otorgadas por
éstos.

· La Tesorería no podrá negociar con-
venios de pago.

· Los contribuyentes deben probar el
precio de las importaciones.

· Los impuestos pasan a ser créditos
de primera clase en caso de quiebra.

· Elimina el crédito fiscal de las fac-
turas de contribuyentes que no han
cumplido con sus obligaciones tri-
butarias.

· Introduce numerosas modificacio-
nes a la Ordenanza de Aduanas.

Modificaciones que disminuyen impuestos

· Eliminación del impuesto a las ga-
nancias de capital generadas por la
venta de acciones de sociedades anó-
nimas abiertas para determinados
contribuyentes extranjeros.

· Disminución del impuesto especial
al oro de un 50% del valor de la
mercadería a un 30%.

Correcciones a las leyes impositivas

· Grava con el impuesto a la renta
las ventas de acciones de socieda-
des anónimas cerradas adquiridas
con reinversiones de utilidades.

· Iguala la habitualidad en la venta
de terrenos subdivididos urbanos
con las subdivisiones de terrenos
rurales.
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